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                                    La intención de este artículo es presen-
tar los resultados preliminares de un proyecto de investiga-
ción interdisciplinaria aplicada que se viene desarrollando 
en el marco de un convenio firmado por la Universidad 
Nacional de Río Negro y la Legislatura de la Provincia de Río 
Negro desde agosto de 2014. El objetivo general del pro-
yecto es reponer el contexto histórico y antropológico de 
los conflictos emergentes que cuestionan la situación domi-
nial de la tierra en Río Negro, a partir de analizar la relación 
entre la distribución desigual de tenencia y acceso a tierras 
y recursos naturales y la configuración de ciudadanía en la 
provincia que conllevan efectos sociales tanto en el presen-
te como en el futuro de la población rionegrina. En este ar-
tículo introduciremos, en primer lugar, la metodología de in-
vestigación implementada para pasar luego a los resultados 
preliminares que se agrupan en tres ejes. Comenzaremos 
con la descripción de las características de las denuncias 
presentadas ante la Comisión Investigadora para el 
Relevamiento de Transferencias de Tierras Rurales de la 
Legislatura provincial entre 2012 y 2014 para luego vincu-
larlas con problemáticas de orden general. A continuación, 
abordaremos los procesos históricos que inciden en la con-
figuración de accesos diferenciales a la tierra en el presen-
te. Finalmente, presentaremos el análisis hermenéutico de 
dos de las leyes provinciales que deben aplicarse en los con-
flictos actuales: la Ley 279 que establece el Régimen de 
Tierras Fiscales y la Ley 2.287 denominada Ley Integral del 
Indígena. 

                                  The aim of this article is to present the 
preliminary results of an applied interdisciplinary research 
project which is being developed subjected to an
agreement between the National University of Río Negro 
and the Legislature of the Province of Río Negro since 
August 2014. The overall objective of the project is to settle 
both the historical and anthropological contexts of the 
emerging conflicts related to land in Río Negro, by analyzing 
the relationship between the unequal distribution of
tenure, land and natural resources that result in an uneven 
citizenship in the province. This has social effects both in 
the present and the future of the Río Negro population.
In this article we introduce, first, the research methodology 
implemented in the project and then move to the
preliminary results which are grouped in three lines. First, 
we start with the description of the nature of the demands 
received by the Commission for the Research on the 
Transfer of Rural Land at the Legislature of Río Negro be-
tween 2012 and 2014 and then link them to issues of a
general nature. Then, we will address the historical
processes that influence the differential accesses to land in 
the present. Finally, we present the hermeneutical analysis 
of two provincial laws to be applied in today's conflicts: Law 
279 which establishes the regime of Government Lands and 
the so called Indigenous integral Law 2,287.

                
                      El Parque Nacional Nahuel Huapi incluye dentro de su   
                  jurisdicción tanto comunidades mapuche como poblado-
res con permisos  precarios de ocupación. Esto coloca la situación 
dominial de la tierra como una de las problemáticas que debe abor-
dar. Sin embargo, no se trata de una problemática exclusiva del
Parque ya que emerge de procesos históricos que afectan a toda la
región. Es por  ello que consideramos que la investigación histórico-
antropológica que presentamos aquí puede contribuir a la reflexión 
institucional sobre este tema. 

Introducción
En este artículo queremos presentar los resultados preliminares 
de un proyecto de investigación que se viene desarrollando en el 
marco de un convenio entre la Universidad Nacional de Río Negro 
y la Legislatura de la Provincia de Río Negro. El objetivo del pro-
yecto es reponer el contexto histórico y antropológico de los con-
flictos contemporáneos sobre el dominio de la tierra en Río Ne-
gro, a partir de analizar la relación entre la distribución desigual 
de tenencia y acceso a tierras y recursos naturales y la configura-
ción de ciudadanía en la provincia. Se espera que los resultados 
finales sirvan para planificar políticas que no se basen únicamen-
te en resolver situaciones de conflicto (en el corto plazo), sino en 
identificar conflictos potenciales (en el mediano plazo) y en orde-
nar la situación del dominio de la tierra (en el largo plazo).
La originalidad de este proyecto se define a partir de sus aportes 
en términos de conocimiento empírico y de desarrollo teórico-



Figura 1: Distribución de las denuncias presentadas ante la Comisión Investigadora para el Relevamiento de
Transferencias de Tierras Rurales. Porcentajes por departamento. 

metodológico. En primer lugar, el conoci-
miento básico sistematizado sobre los pro-
cesos históricos y contemporáneos de 
disputa por el acceso a la tierra y los re-
cursos naturales en la provincia de Río Ne-
gro es limitado. Si bien se cuenta con ante-
cedentes en el abordaje de casos puntua-
les (especialmente en la Zona Andina y en 
la Línea Sur), hasta el momento no se han 
hecho estudios que contemplen el espa-
cio social provincial como totalidad con di-
námicas regionales y locales particulares. 
En segundo lugar, el abordaje de este pro-
blema implica un trabajo interdisciplinario 
que, con base en una investigación históri-
co-antropológica, se propone un diálogo 
con el derecho y con las disciplinas que re-
cortan el espacio social y natural como ob-
jeto. El cruce entre antropología e historia 
se da tanto en los aspectos teóricos como 
en la estrategia metodológica que combi-
na el trabajo de campo con el trabajo en 
archivos. El intercambio con el derecho tie-
ne que ver con el análisis de las normas vi-
gentes en la actualidad y en diferentes pe-
ríodos históricos. Finalmente, se incorpo-
ran disciplinas como la arqueología y la 
geografía, que contribuyen al desarrollo 
de una base de datos etnográficos e histó-
ricos ordenada a partir de un mapa, o sea 
georreferenciada.
En este artículo introduciremos, en primer 
lugar, la metodología de investigación im-
plementada para pasar luego a la presen-
tación de los resultados preliminares que 
se agrupan en tres ejes. Comenzaremos 
con la descripción de las características de 
las denuncias presentadas ante la Comi-
sión Investigadora para el Relevamiento 
de Transferencias de Tierras Rurales de la 
Legislatura provincial entre 2012 y 2014 
para luego relacionarlas con problemas de 
orden general. A continuación, abordare-
mos los procesos históricos que inciden 
en la configuración de accesos diferencia-
les a la tierra en el presente. Finalmente, 
presentaremos el análisis de dos de las le-
yes provinciales que deben aplicarse en 
los conflictos actuales: la Ley 279 que esta-
blece el Régimen de Tierras Fiscales y la 
Ley 2.287 denominada Ley Integral del 
Indígena. 

Metodología
El equipo de trabajo que desarrolla este 
proyecto está integrado por investigado-
res formados y en formación en antropo-
logía, historia, arqueología, geografía, geo-
logía, derecho y trabajo social. Además de 
incluir investigadores que trabajan en ins-
tituciones del sistema científico tecnológi-
co nacional, incorpora profesionales y téc-
nicos que trabajan en gestión en áreas vin-
culadas directamente con la temática. 
Esta confluencia de perspectivas llevó a la 
elaboración de un marco teórico y meto-
dológico interdisciplinario y a una preocu-
pación por la aplicación del conocimiento 
producido al desarrollo de políticas públi-

cas. 
Con este punto de partida, la estrategia 
metodológica general de la investigación 
está basada en la contextualización de lo 
que en el presente se manifiesta como si-
tuaciones puntuales en las que se deben 
resolver conflictos en torno al acceso y 
uso de los recursos naturales y al control 
territorial en la provincia de Río Negro. Pa-
ra identificar estas situaciones partimos, 
en primera instancia, de las denuncias pre-
sentadas ante la Comisión Investigadora 
para el Relevamiento de Transferencias de 
Tierras Rurales de la Legislatura de la pro-
vincia de Río Negro. A partir del abordaje 
de esas situaciones caracterizamos el con-
texto local y regional al interior de la pro-
vincia.
En esta línea de trabajo se aplican dos mé-
todos complementarios: el trabajo de cam-
po etnográfico y el trabajo en archivos. La 
producción de datos en el trabajo de cam-
po incluye instancias de observación parti-
cipante en terreno en eventos sociales re-
lacionados con la problemática planteada 
así como la realización de entrevistas. En 
cuanto al trabajo en archivos, se indaga en 
reservorios públicos y privados de distinta 
índole incluyendo dependencias como la 
Dirección Provincial de Tierras, el Archivo 
Histórico provincial, la oficina de Catastro 
de Río Negro, archivos locales de juzgados 
de paz y municipales de distintas localida-
des de la provincia, el archivo de Parques 
Nacionales, el Archivo General de la Na-
ción y archivos de distintos medios de co-
municación con base en la provincia, en-
tre otros. Los datos producidos a partir de 
la investigación de campo y de archivo son 
triangulados a fin de cotejar la informa-
ción. A partir de ellos construimos una ba-
se de datos georreferenciada, es decir, or-
ganizada en torno a un mapa en el que ubi-
camos las denuncias.
Además de las publicaciones académicas, 
los resultados son elaborados en el forma-
to de informes técnicos de modo que pue-
dan ser de utilidad para la evaluación y di-

seño de políticas en la administración pú-
blica. También trabajamos en produccio-
nes de audio y audiovisuales para la divul-
gación.

De los casos a los problemas
de orden general 
El primer paso de nuestra estrategia meto-
dológica fue analizar las denuncias recibi-
das por la Comisión Investigadora para el 
Relevamiento de Transferencias de Tierras 
Rurales de la Legislatura de la provincia de 
Río Negro entre 2012 y 2014. Este análisis 
arrojó datos relevantes en cuanto a los ac-
tores involucrados en los conflictos, la dis-
tribución de las denuncias dentro de la pro-
vincia y los problemas de orden general 
que atraviesan los casos. 
En cuanto a los actores involucrados, las 
denuncias incluyen tanto conflictos entre 
pobladores vecinos como entre poblado-
res y estancias, entre pobladores y empre-
sas privadas de distinta índole y entre po-
bladores y organismos públicos, así como 
conflictos en el funcionamiento de los orga-
nismos públicos.
De un total de 126 expedientes ingresados 
en la Comisión, el 46% corresponde a la Zo-
na Andina y abarca distintos parajes de los 
departamentos Bariloche, Pilcaniyeu y Ñor-
quinco (ver fig.1). Entre los principales mo-
tivos que impulsan las denuncias presenta-
das se pueden destacar los siguientes: 

(1) Ventas de tierras a operadores inmobi-
liarios o a personas físicas y/o jurídicas sin 
que medie la intervención del organismo 
provincial responsable: la Dirección de Tie-
rras. 

(2) Transferencias de tierras comprendidas 
dentro de territorios de comunidades indí-
genas. 

(3) Transferencias realizadas con precios 
irrisorios sin respetar la
 normativa vigente.
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Figura 2: Mapa confeccionado en 1898 por la Gobernación de Eugenio Tello. Destacado propio.

 
(4) Disposiciones dictadas por la Direc-
ción de Tierras que otorgan permisos de 
ocupación y transferencia a terceras per-
sonas en violación de los derechos de an-
tiguos pobladores rurales y/o sobre el te-
rritorio tradicional de comunidades indí-
genas. 

Además de las situaciones puntuales que 
deben resolverse, estas denuncias están 
vinculadas a problemas de orden general 
que tienen que ver con la gestión estatal. 
En el plano más inmediato, la irregulari-
dad y/o precariedad en la situación del 
dominio de la tierra genera dificultades 
para la implementación de políticas públi-
cas. En la actualidad, la tenencia de la tie-
rra no solamente condiciona el acceso al 
recurso sino que  limita el acceso de los 
pobladores a recibir financiamiento por 
parte de distintos programas de desarro-
llo de la producción agropecuaria impul-
sados por el Estado en los que regulari-
dad en la tenencia y situación legal de la 
tierra constituye una condición. Frente a 
esto, los perjudicados son, en la mayoría 
de los casos, los pequeños productores.
Además de afectar las políticas de desa-
rrollo económico, la falta de regulariza-
ción dominial de la tierra afecta aquellas 
políticas públicas vinculadas al proceso 
que se denominó como “extranjerización 
de la tierra”. En el año 2011, el Congreso 
de la Nación aprobó la Ley 26.737 de Pro-
tección del Dominio Nacional de Tierras 
Rurales que fue reglamentada en 2012. 
Esta ley se propone, entre otras cosas, de-
marcar los límites a la titularidad y pose-
sión de tierras por parte de personas ex-
tranjeras cualquiera sea el destino de uso 
o producción. Según establece la ley, los 
extranjeros no podrán adquirir predios 
una vez alcanzado el 15% del total de tie-
rras de cada “unidad administrativa” (pro-
vincia, departamento, municipio, etc.).
En el marco de esta ley se creó el Registro 
Nacional de Tierras Rurales (RNTR) que 
dispuso la realización de un relevamiento 
que determine la propiedad y posesión 
de las tierras rurales con el fin de saber 
qué superficie se encuentra en manos de 
extranjeros. Este relevamiento se llevó a 
cabo a partir de declaraciones juradas pre-
sentadas por extranjeros e información 
de distintos organismos provinciales y na-
cionales. De acuerdo al relevamiento, en 
la provincia de Río Negro el porcentaje de 
extranjerización es de 2,03% (358.562 ha. 
sobre un total de 17.679.594 ha.). Sin em-
bargo, este porcentaje está superado en 
el Departamento Bariloche que corres-
ponde a la zona cordillerana. Allí, la su-
perficie rural en manos de extranjeros 
equivale al 21,61% (36.609,01 ha.) del to-
tal (169.391,01 ha.). Le siguen los depar-
tamentos Pilcaniyeu y Ñorquinco, con un 
10,48% (95.332,09 ha. sobre un total de 
909.273,33 ha.) y un 10,41% (66.372,64 
ha. sobre un total de 637.795,04 ha.) de 

extranjerización respectivamente. En rela-
ción con estos datos, un significativo nú-
mero de denuncias recibidas por la Comi-
sión en la Zona Andina, tienen que ver 
con la presión de capitales extranjeros pa-
ra obtener la tierra actualmente ocupada 
por pobladores que tienen permisos pre-
carios de ocupación. Se trata de situacio-
nes en las que hay una notable asimetría 
de poder entre los actores involucrados. 
Finalmente, en relación con la problemá-
tica de la extranjerización se encuentra la 
del control sobre el usufructo de los re-
cursos naturales que, en la región, se ha 
encontrado históricamente supeditado a 
la regulación del reparto y la tenencia de 
la tierra, así como a los procesos de adju-
dicación de tierras fiscales. Es de público 
conocimiento que las disputas por la pro-
piedad, el acceso y el uso de los bienes de 
la naturaleza producen conflictos que lle-
gan a tener un nivel importante de visibili-
dad pública. Determinar hasta dónde se 
ensanchan o estrechan los derechos so-
bre el control y disposición de los bienes 
de la naturaleza, así como los parámetros 
que deben observar los regímenes de pro-
piedad sobre la tierra y sus recursos es 
una cuestión que no puede quedar libra-
da a la dinámica del mercado y a los inte-
reses particulares sin terminar necesaria-
mente en un proceso de exclusión y endu-
recimiento de las desigualdades. Por ello, 
la falta de control por parte del Estado so-
bre el acceso y explotación de los recur-

sos estratégicos genera efectos adversos 
en las comunidades que se expresan de di-
ferentes maneras. Pueden habilitar la utili-
zación de formas de explotación que no ga-
ranticen el desarrollo sustentable en el me-
diano y largo plazo o permitir procesos de 
privatización que monopolizan la explota-
ción de un recurso o, como ha ocurrido his-
tóricamente en la provincia de Río Negro, 
otorgar concesiones que autorizan a inte-
reses privados a restringir el acceso a los 
recursos estratégicos.

Los procesos históricos
Las asimetrías que encontramos en el pre-
sente en relación al acceso de diferentes 
actores sociales a la tierra y los recursos 
naturales son, en gran medida, efecto del 
proceso histórico de incorporación del te-
rritorio patagónico al Estado nacional. 
El periodo territoriano (1879-1955) evi-
dencia una política estatal continua, aun-
que combatida en diferentes momentos. 
La Conquista del Desierto, proceso genoci-
da de incorporación de la Patagonia y su 
gente, financiada por la elite que se apro-
pió de las mejores tierras de la pampa bo-
naerense, dejó dos resultados principales: 
por un lado, la incorporación de alrededor 
de 40 millones de hectáreas de tierras fis-
cales al Estado argentino para su adminis-
tración y, por otro, una enorme población 
indígena despojada,  ahora argentina. Mu-
chas de estas familias fueron muertas o 
distribuidas hacia el resto del país en cali-
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dad de mano de obra esclavizada. Ade-
más, aquellos que permanecieron en el te-
rritorio fueron despojados de toda tierra y 
capital y concentrados en campos a lo lar-
go de los ríos Negro y Neuquén así como 
en otras vías de comunicación, como Val-
cheta. 
En los últimos años del siglo XIX, el Estado 
argentino resolvió de forma puntual -y mu-
chas veces provisoria- la relocalización de 
las personas que se hallaban concentra-
das.  Algunas, las que formaban “tribus” 
identificables para el Estado, lograron ne-
gociar, en total desigualdad, tierras que 
fueron reconocidas como colonias. Este es 
el caso de la Colonia Catriel, fundada para 
1898 a partir de las gestiones de Bibiana 
García.  Sin embargo, el grueso de los so-
brevivientes deambuló en el interior más 
árido de la meseta, escapando de las poli-
cías, hasta entrado el siglo XX. Entre quie-
nes consiguieron concesiones provisorias 
se encuentra, por ejemplo, la gente de Cu-
milaf que lo hizo en los alrededores de Ma-
quinchao.  
Paralelamente, en estos años el Estado li-
beral del Partido Autonomista Nacional en-
tregó enormes concesiones de tierras, rati-
ficadas por ley, a compañías de tierras ex-
tranjeras como la Compañía de Tierras del 
Sur Argentina Ltda. Es decir que, en una 
primera etapa, la Patagonia se incorpora 
al territorio nacional para que la exploten 
capitales foráneos, junto con numerosos 
concesionarios que, en los más de los ca-
sos, fueron absentistas a pesar del espíri-
tu “colonizador” que tenían las leyes del 
periodo (ver fig. 2).  
El periodo de las gobernaciones radicales 
(1916-1930) estuvo marcado por la diver-
sificación de las actividades comerciales y 
el crecimiento de la población local e inmi-
grante que buscaba estabilidad en las tie-
rras que trabajaban. Además, en este pe-
riodo se destaca un impulso al desarrollo 
de las vías de comunicación que facilita-
ron la circulación de bienes y personas. 
Sin embargo, las solicitudes para trabajar 
la tierra, ya sea para ocupación, arrenda-
miento o compra, eran administradas por 
el Estado que se basaba en prejuicios que 
limitaban el acceso a la misma. Estos pre-
juicios se pusieron en evidencia en el pro-
ceso de Inspección General de Tierras 
(1918-1922).
Por otra parte, el periodo está atravesado 
por una creciente presencia de fuerzas de 
seguridad significativa para la producción 
del espacio social. Es el momento excep-
cional de las policías fronterizas que, bajo 
el argumento de persecución de bandole-
ros -que en su mayoría nunca atraparon-,  
barrieron y despoblaron zonas enteras de 
“indios”, principalmente, pero también de 
gitanos, turcos, anarquistas o fiscaleros. 
Las razias policiales favorecieron nuevas 
concentraciones de tierra, sobre todo en 
la cordillera y en zonas aledañas a las vías 
de comunicación y despejaron los cami-

nos para los comerciantes y estancieros. 
Aun cuando, marcadamente, provenían 
de entre estos últimos los principales res-
ponsables del cuatrerismo y la evasión fis-
cal, ayudados para estas acciones por la 
connivencia estatal. Sin embargo, al mis-
mo tiempo eran considerados actores “ap-
tos para contratar con el Estado” por lo 
que adquirían legalmente las tierras. Esta 
injusticia impulsó la reacción de sectores 
marginales que fundaron en 1920 la pri-
mera organización supra-comunitaria or-
ganizada en un sistema de delegados que 
defendían los derechos de los pequeños 
productores: la Asociación Nacional de 
Aborígenes. Aun así, continuaron los desa-
lojos.
La crisis del treinta devastó la comerciali-
zación lanera y economías vinculadas. 
Esto obligó mayormente a los “boliche-
ros” a ampliar sus horizontes hacia la pro-
ducción. Durante los treinta la apropia-
ción de tierras vino estrechamente vincu-
lada a los mecanismos de endeudamiento 
que generaban los comerciantes. Estos 
mecanismos iban desde la venta indiscri-
minada de alcohol, la fijación arbitraria de 
precios hasta la invención de deudas ine-
xistentes que se cobraban con el capital 
del endeudado o, directamente, con las 
mejoras y/o los campos que ocupaban. Pa-
ralelamente, las políticas de seguridad se 
orientaron a anticipar el robo menor por 
parte de los sectores más pobres. Muchas 
fueron dirigidas a la persecución de hom-
bres jóvenes y sin trabajo “asalariado” -
aun cuando sostuvieran explotaciones fa-
miliares. El pequeño productor indígena 
sería entonces, nuevamente, uno de los 
principales afectados. 
En la década del cuarenta, los arribos de 
Parques Nacionales y de Gendarmería Na-
cional tuvieron injerencia en el acceso a la 
tierra que, una vez más, estuvo interveni-
do también por supuestos y prejuicios na-
cionalistas. Si bien no estaban ausentes 
en años previos, ahora eran utilizados ex-
presamente para deslegitimar reclamos 
de los desalojados por estas instituciones 
(predominantemente en la zona cordille-
rana). 
A su vez los mecanismos de abierta vio-
lencia policial estaban articulados con me-
canismos administrativos de expulsión. Se 
trata del ejercicio de un Estado jardinero 
que selecciona, expulsa y relocaliza pobla-
dores indeseables. Este último periodo 
fue más selectivo pero bajo criterios racis-
tas y xenófobos como los de la Conquista 
producida más de medio siglo antes. Estas 
expulsiones de personas y el achicamien-
to de los campos de las familias de los pe-
queños productores forzaron marcada-
mente el crecimiento de la población mar-
ginal en las ciudades y pueblos como Bari-
loche.

Hermenéutica jurídica
El tratamiento que, en la actualidad, los 
organismos estatales deben dar a las de-
nuncias presentadas ante la Comisión 
Investigadora para el Relevamiento de 
Transferencias de Tierras Rurales está fun-
dado en un cuerpo normativo que incluye 
dos leyes fundamentales que deben apli-
carse: la Ley 279 que establece el Régi-
men de Tierras Fiscales y la Ley 2.287 de-
nominada Ley Integral del Indígena. Los 
mandatos contenidos en las normas jurí-
dicas son mensajes y todo mensaje re-
quiere ser interpretado. De esa interpre-
tación se ocupa la hermenéutica jurídica. 
De acuerdo a lo que la hermenéutica esta-
blece, la interpretación de las dos leyes 
mencionadas debe realizarse, en primer 
lugar, en función de las prescripciones es-
tablecidas en la Constitución de la Provin-
cia que define, en su artículo 75, que: “La 
Provincia considera la tierra como instru-
mento de producción que debe estar en 
manos de quien la trabaja, evitando la es-
peculación, el desarraigo y la concentra-
ción de la propiedad…”.
La primera de las leyes que abordaremos 
es la Ley 279 que fue sancionada en el 
año 1961 con la intención de aplicar un or-
denamiento territorial a lo largo y ancho 
de la provincia que, en aquel entonces, se 
encontraba en incipiente conformación. 
Para interpretar correctamente la norma 
analizamos la discusión que se realizó en 
aquel momento en el recinto legislativo y 
concluimos que el espíritu de la ley, en su 
génesis fundacional, fue considerar a la 
tierra como instrumento de producción y 
no de mercancía. 
Esto se refleja en el artículo 2 del “Título 
Preliminar” de la Ley 279  que dice: “Para 
la interpretación y aplicación de esta ley, 
se establece como principio fundamental 
el concepto de que la tierra es un instru-
mento de producción, considerada en fun-
ción social…”. Con ese fundamento, la ley 
define, entre otras cosas, los requisitos y 
prioridades para las adjudicaciones en 
venta de la tierra pública, las incapacida-
des para adquirir la tierra pública, los de-
rechos y obligaciones del adjudicatario y 
el modo en que deben establecerse el pre-
cio de venta, el título de propiedad y el 
permiso precario de ocupación. La investi-
gación realizada por la Comisión en torno 
a las denuncias recibidas revela que, des-
de la sanción de la norma hasta nuestros 
días, ha habido un desvío del objetivo ori-
ginal, lo que ha producido que la tierra 
sea concebida como un elemento de espe-
culación económica y no en su función so-
cial.
El concepto de función social de la propie-
dad fue incorporado en la reforma de la 
Constitución nacional del año 1949. Esta 
modificación fue suspendida por el golpe 
militar de 1955 y formalmente eliminada 
en 1957. No obstante, en la actualidad es-
te principio se encuentra reincorporado a 
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Conclusiones y desafíos pendientes
En este artículo construimos un panorama sobre la situa-
ción histórica y contemporánea que explica, en términos 
generales, los accesos diferenciales a la tierra y sus recur-
sos por parte de diferentes actores sociales en la provincia. 
Asimismo, examinamos el rol que el Estado ha tenido en la 
práctica y el que debe tener de acuerdo a su propia nor-
mativa. 
En el presente estamos desarrollando la investigación a 
partir de agrupar las denuncias recibidas por la Comisión 
de acuerdo a su distribución geográfica. El objetivo es iden-
tificar los procesos que permiten explicar la emergencia de 
los conflictos en cada zona. Tenemos equipos que se en-
cuentran trabajando en la zona andina, en la Línea Sur, en 
la zona atlántica, y en el alto valle del río Negro. Hasta el 
momento hemos logrado identificar algunos procesos que 
vale la pena mencionar aquí. 
En primer lugar, nos encontramos con procesos contempo-
ráneos de concentración de tierras basados en la presión 
de capitales transnacionales sobre pobladores con permi-
sos precarios de ocupación. En segundo lugar, observamos 
los efectos actuales de la constitución temprana de títulos 
de propiedad fraudulentos que avalan la concentración de 
tierras basada en delitos cometidos por propietarios de ca-
sas comerciales entre las décadas del 30 y el 60, sobre los 
que luego se han realizado ventas sucesivas a terceras per-
sonas con el aval del Estado. En tercer lugar, identificamos 
situaciones de negociación asimétrica entre pobladores 
que ocupan parcelas pequeñas que involucran la servi-
dumbre de paso para el acceso a recursos del subsuelo y 
grandes empresas con interés en la explotación de esos re-
cursos. 
En paralelo estamos elaborando la base de datos georrefe-
renciada y las producciones de audio y audiovisuales.
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partir de la reforma constitucional de 1994 que, al incluir con je-
rarquía constitucional la Convención Americana de Derechos Hu-
manos, adopta el artículo 21 que subordina el uso y goce de los 
bienes al interés social. Más allá de cualquier discusión doctrinaria 
que pueda realizarse acerca del concepto de la función social de la 
propiedad, lo cierto es que se encuentra formalmente reconocido 
tanto dentro del marco legal de la Provincia de Río Negro como en 
el artículo 21 de Convención antedicho.
Es y seguirá siendo un gran desafío de los juristas aplicarlo en este 
sentido.
La segunda de las leyes que abordaremos es la Ley 2.287, denomi-
nada Ley Integral del Indígena, que fue sancionada en 1988. Con 
la sanción de esta ley, Río Negro se convirtió en uno de los prime-
ros estados provinciales en reconocer derechos a los indígenas. 
Dos fueron los antecedentes retomados por esta norma: la Ley Na-
cional 23.302 y el Artículo 42 de la Constitución Provincial que re-
conoce la preexistencia del indígena rionegrino y promueve la pro-
piedad de las tierras que posee.  
Según se especifica en el artículo 1, la Ley 2.287 trata integralmen-
te “la situación jurídica, económica y social de la población indíge-
na”, tanto en términos individuales como colectivos. 
Ordenada en nueve capítulos, la ley define a la población y comu-
nidad indígena, crea y reconoce los organismos de su aplicación y 
regula sobre trabajo, educación, salud y vivienda.
En cuanto a la propiedad de la tierra, dispone la “adjudicación en 
propiedad de la tierra cuya actual posesión detentan los poblado-
res y/o comunidades indígenas existentes en la Provincia” (art. 
11). Asimismo, establece que el Consejo de Desarrollo de Comuni-
dades Indígenas (órgano de aplicación de la ley) junto con la Direc-
ción de Tierras de la Provincia “efectuarán las investigaciones en 
relación al cumplimiento de lo dispuesto por la Ley de Tierras, las 
leyes vigentes de creación de Reservas, y los derechos vinculados 
a la tradicional posesión previos a la provincialización”. Si estos or-
ganismos detectaran anormalidades y/o “situaciones de lesión 
enorme o subjetiva, usurpación u otros vicios de la posesión”, de-
ben dar intervención a la Fiscalía de Estado para que curse las ac-
ciones administrativas y judiciales que correspondan. Incluso se 
menciona que “se solicitará al Poder Legislativo el uso del meca-
nismo de la expropiación” cuando fuera necesario (art. 13). 
Además, en lo referente al traspaso de la propiedad de la tierra, la 
ley establece que todas las mensuras y las tierras transferidas se-
rán “libres de todo gravamen a partir de la traslación del dominio 
por el término de diez años” (art. 14 y 18). Finalmente, se explicita 
que el Poder Ejecutivo es garante, tanto de la adjudicación de la 
tierra, como de la “aplicación de programas agropecuarios, fores-
tales, mineros e industriales” (art. 23).
La Ley 2.287 se adelantó a los reconocimientos que en 1994 incor-
poró la Constitución Nacional en lo referente a la adjudicación de 
tierras a las comunidades indígenas del país que deben ser “aptas 
y suficientes” y, además, resultan libres de gravámenes (art. 75, 
inc. 17). En materia de derechos sociales, en general, y de acceso 
a la tenencia de la tierra, en particular, la Ley 2.287 constituye un 
gran avance en el reconocimiento de la población indígena. Sin 
embargo, Río Negro sigue presentando una gran deuda en lo rela-
tivo a la regularización del dominio de las tierras. Como conse-
cuencia de ello, se presenta un conflicto cada vez más acentuado 
por la tenencia de la tierra entre pobladores indígenas, institucio-
nes estatales y agentes privados.
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